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Desde mediados de los años 80, comenzó un ataque muy bien estructurado y contínuo, por parte del gran capital (grandes corporaciones, bancos, fondos de inversión…) para obligar a los Estados de todo el mundo  a adoptar la supremacía del Mercado como guía de gobierno: “el bien común y el interés general se alcanzarán mediante la búsqueda y satisfacción de los intereses individuales, en un mercado totalmente desregulado, que maximizará automáticamente las ventajas económicas para todos los sujetos sociales”. Esto supone que los Estados traspasen su gestión y responsabilidad en el bienestar de los ciudadanos a empresas privadas, que conseguirán una suculenta financiación  sin riesgos de ningún tipo.
Para ir creando “corriente de opinión” al respecto se empezó a machacar con frases tipo “lo público no funciona, lo privado es mucho mejor”, “no hay dinero suficiente para garantizar unos Servicios públicos adecuados”, “los funcionarios son unos vagos”…, , sin presentar nunca evidencia científica que lo justificara.
En 1995 apareció la Organización Mundial de Comercio (OMC), formada por prácticamente todos los países del mundo, con la misión de “Ayudar a que las  corrientes comerciales circulen con la máxima libertad posible”. Para ello constituye una serie de Acuerdos sobre agricultura, aranceles y comercio de productos, comercio de servicios, protección de propiedad intelectual y patentes e inversiones relacionadas con el comercio, que se van aprobando en las diferentes rondas, pasando a ser normas de obligado cumplimiento en todos los países y creando un Órgano de Resolución de Diferencias  de la OMC, que juzga, sin posibilidad de recurso, el no cumplimiento por parte de algún Estado.
El Banco Mundial (BM) y el Fondo Monetario Internacional (FMI) llevan, desde su creación, condicionando  la concesión de créditos a países en dificultades a que acepten las políticas de ajuste estructural y de liberalización: disminución de salarios, empeoramiento de las condiciones laborales y de jubilación, privatización de los Servicios Públicos, adelgazamiento del Estado (déficit cero, disminución drástica del número de funcionarios, venta del patrimonio nacional…) y un largo etcétera. Esto lo estamos viendo actualmente en toda su crudeza a raíz de la “crisis-estafa”, en países como Grecia, Portugal, España e Italia.
A nivel europeo y para acelerar el proceso neoliberal se publicó en 2004 la Directiva sobre Servicios en el Mercado Interior” (conocida como Directiva Bolkestein), que pretendía eliminar todos los obstáculos jurídicos que impedían  el libre comercio de servicios en la Unión Europea, considerando obstáculos inadmisibles las legislaciones medioambientales, la protección de los trabajadores y de los consumidores, los poderes de regulación de las autoridades públicas y sus políticas de discriminación positiva hacia categorías sociales más débiles, así como los convenios colectivos de cada país. A su paso por el Parlamento Europeo, para la necesaria aprobación se consiguió, gracias a la presión popular existente, que se suavizara en algunos aspectos y que  los servicios de salud, la seguridad social y el derecho laboral quedaran fuera de su ámbito.
En años posteriores, la OMC no pudo conseguir la unanimidad de todos los países para seguir avanzando en el proceso liberalizador, gracias a la posición firme de algunos países  (Brasil, Venezuela…) y se comenzaron a realizar negociaciones entre países, fuera del seno de la OMC: Así  se han ido firmando los Tratados de libre Comercio entre EEUU, Méjico y Canadá y otros.
Desde Julio- 2013 se está trabajando de una forma absolutamente secreta en el Acuerdo de Libre Comercio e Inversión EEUU-UE, que pretende que las legislaciones en vigor de ambos lados del Atlántico se plieguen a las normas del libre comercio establecidas por y para las grandes empresas europeas y estadounidenses (eliminación de los impuestos a la importación y de la  regulación), so pena de sanciones comerciales para los países contraventores o de una reparación de varios millones de euros a beneficio de los denunciantes. 
En concreto se pretende eliminar las pocas “barreras” regulatorias que aún quedan pendientes: derechos laborales,, la seguridad y soberanía alimentaria, reglamentación sobre sustancias tóxicas, precios de medicamentos, las leyes de la privacidad digital, los derechos de autor, los seguros dE enfermedad y las garantías financieras. Todo este paquete recoge las aspiraciones de las multinacionales que han copado más del 90 % de los contactos que la Comisión Europea ha mantenido con organizaciones civiles.
¿Cómo afectará esto en la economía de los países afectados? Como mucho se podrá obtener un crecimiento económico anual del 0,1 % a costa de los siguientes “efectos colaterales”: las grandes empresas se comerán a las PYMES, que no podrán competir con sus precios, produciéndose una destrucción muy importante del empleo (el 99 % del tejido empresarial europeo está en las PYMES); las condiciones laborales caerán en picado, ya que el Estado no tendrá potestad de regulación; los Servicios Públicos serán engullidos por las multinacionales y los fondos de inversión (los SSPP representan el 50 % de la economía mundial con gastos anuales de 1,5 billones de euros el agua, 2 billones la Educación y 3,5 billones la Sanidad). 
 Bajo semejante régimen las empresas podrán contrarrestar las políticas sanitarias, de protección del medio ambiente o de regulación de las finanzas establecidas en tal o cual país reclamándoles daños y perjuicios ante tribunales extrajudiciales. Estos tribunales especiales, que están compuestos de tres abogados de negocios y responden a las leyes del Banco Mundial y de la ONU, se habilitarían para condenar al Estado transgresor a fuertes indemnizaciones en cuanto su legislación controle los gastos de los «futuros beneficios esperados» de una sociedad mercantil; y eso quiere decir que los contribuyentes tendrán que pagarlo y, además, perderán esos derechos. 
Esta auténtica pesadilla se puede y se tiene que parar; ¿cómo?. 
- informando ampliamente a la población de lo que supone: dípticos, charlas, redes sociales, etc. 
- coordinarnos con otras fuerzas afines, tanto en España como en Europa,  para organizar acciones de denuncia y exigir su completa retirada. (Se ha formado en Abril-2014 una coordinación de organizaciones civiles de EEUU, Canadá y Europa –ATTAC- para promover una alternativa)
-exigir a los europarlamentarios que no aprueben el Tratado por atentar de una manera tan importante al interés general y al bienestar de los ciudadanos.	
